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Resumen 

Este artículo analiza las posibilidades de reforma de los impuestos energético-
ambientales en España como parte de una estrategia más amplia de 
mitigación del cambio climático. Tras estudiar el contexto teórico de estos 
impuestos en un marco federal y algunas experiencias internacionales 
destacadas, el trabajo evalúa la viabilidad de estos impuestos en los ámbitos 
subestatales de gobierno. En España, la situación actual de estas figuras se 
caracteriza por el desinterés del gobierno central y la descoordinación de las 
iniciativas autonómicas. Este escenario requiere una reforma basada en la 
coordinación, que realice una asignación jurisdiccional adecuada y dote al 
sistema de flexibilidad para facilitar las iniciativas de las comunidades 
autónomas en este terreno. 
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1. Introducción 
 
A pesar del amplio consenso que los impuestos ambientales suscitan entre los economistas, del apoyo 
que reciben de las principales instituciones internacionales y del éxito de algunas experiencias 
aplicadas que los han utilizado, existen distintas barreras que hasta el momento han dificultado una 
introducción más amplia e intensa1. La situación es paradójica, porque mientras tanto se han 
incrementado de manera notable los compromisos de reducción de emisiones de Gases de Efecto 
Invernadero (GEI) para alcanzar los objetivos de mitigación del Acuerdo de París. 
 
El ejemplo de los impuestos sobre la energía es ilustrativo. Las múltiples externalidades asociadas a la 
producción y el consumo de energía (veáse Ecofys, 2014; Rabl y Spadaro, 2016; Korzhenevych et al., 
2014, van Essen, 2018), son especialmente importantes en relación con el cambio climático (véase 
IPCC, 2014)2. Esta evidencia hace muy recomendable un incremento en el uso de la fiscalidad 
energético-ambiental, ya que además de su impacto en la reducción de las emisiones de dióxido de 
carbono (CO2), estimulan la innovación e incentivan a las empresas a desarrollar procesos y productos 
alternativos más eficientes energéticamente (Comisión Europea, 2015).  
 
Sin embargo, en la actualidad prácticamente todos los impuestos sobre la energía a nivel mundial 
están por debajo de su nivel óptimo desde una perspectiva ambiental, sin que se hayan producido 
apenas cambios sustanciales en estas figuras en los últimos años (OCDE, 2018b). En este sentido, los 
gobiernos subestatales, que en muchas ocasiones han compensado la falta de iniciativa del gobierno 
central con políticas ambientales cuyo alcance supera incluso su jurisdicción (véase IPCC, 2014), 
podrían jugar un papel relevante si se establecen mecanismos de coordinación y armonización de las 
políticas subestatales que garanticen su efectividad ambiental y la ausencia de efectos negativos sobre 
la competitividad. 
 
En el caso español, la fiscalidad energético-ambiental ha jugado un papel marginal, generalmente 
asociada a motivos recaudatorios. El gobierno central no ha mostrado interés en estos impuestos, no 
ha incorporado de forma relevante el daño ambiental como hecho imponible, ni ha promovido ningún 
proceso armonizador y, como consecuencia, las Comunidades Autónomas (CC.AA.) han canalizado su 
potestad tributaria hacia este campo por insuficiencia regulatoria o competencial, en un ejercicio de 
autonomía y suficiencia financiera cuyo resultado se caracteriza por la descoordinación existente entre 
las distintas figuras, su reducida efectividad ambiental y su capacidad recaudatoria limitada. 
 
En este contexto fiscal, es necesaria una reforma que potencie, armonice e incremente la efectividad 
de estos impuestos. La alternativa que sugiere este artículo es una reforma que reduzca el número e 
incremente la intensidad de los impuestos ambientales en España e introduzca un marco federal en su 
definición, de modo que se logren abordar adecuadamente los problemas ambientales y, al mismo 
tiempo, se aproveche e impulse la iniciativa de las CC.AA. de forma coordinada. El artículo se 

                                                        
1 Entre las restricciones que afectan a la fiscalidad energético-ambiental destacan los posibles problemas distributivos y de 
competitividad, la existencia de minorías de bloqueo, las necesidades recaudatorias de los gobiernos o cuestiones 
asociadas con la visibilidad (salience) (véase Economics for Energy, 2014). 
2 En 2016, las emisiones asociadas a la energía representaron el 79% de las emisiones de GEI en la UE y el 72% en 
España (Eurostat, 2018). 
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estructura en cinco apartados. Luego de esta introducción, el segundo apartado analiza la asignación 
jurisdiccional óptima y subóptima de los impuestos energético-ambientales. En el tercero se muestra la 
experiencia española con estas figuras. En el cuarto epígrafe se describen las experiencias 
internacionales más destacadas sobre coordinación en el establecimiento de impuestos energético-
ambientales, de las que se extraen algunas lecciones para España en el quinto apartado.  
 
 
2. Impuestos energético-ambientales y asignación jurisdiccional 
 
En un contexto teórico óptimo, los impuestos energético-ambientales deberían asignarse 
preferentemente a las unidades jurisdiccionales que agoten los beneficios y costes asociados al bien 
ambiental (Olson, 1969). Por consiguiente, dado que el cambio climático es un problema ambiental 
global, los impuestos energético-ambientales deberían ser aplicados por una entidad supranacional a 
nivel mundial, evitando así que haya jurisdicciones que se beneficien de la política sin soportar sus 
costes económicos y de competitividad (Kousky y Schneider, 2003). En este marco, los gobiernos 
subestatales tienen un papel a desarrollar si los problemas ambientales muestran un alcance que 
coincide aproximadamente con el tamaño de la jurisdicción subestatal. Además, la introducción de 
impuestos energético-ambientales subestatales puede generar una competencia entre regiones para 
incrementar la calidad ambiental y atraer ciudadanos, aumentando de esta forma los beneficios de la 
política fiscal3. 
 
No obstante, existen razones que justifican la utilización de políticas subóptimas en las que las 
entidades subestatales definen y aplican impuestos energético-ambientales sobre problemas 
ambientales de mayor alcance territorial (véase IPCC, 2014). Así, cuando no exista una autoridad 
supraestatal que tenga capacidad para imponer impuestos energético-ambientales globales, o cuando 
los gobiernos nacionales sean renuentes a implementar estas políticas, los gobiernos subestatales 
pueden compensar esta falta de acción de los niveles más elevados de gobierno (Schreurs, 2008). 
Además, la descentralización permite experimentar con distintos mecanismos para abordar el problema 
ambiental y comprobar su efectividad (Oates, 1999, 2001). De este modo, los gobiernos subestatales 
actúan como un laboratorio y cuando los experimentos son exitosos proporcionan una evidencia sólida 
para su difusión a una escala mayor (Corfee-Morlot, 2009). En este contexto, los gobiernos 
subestatales pioneros pueden beneficiarse además de las ventajas en el mercado asociadas a su 
liderazgo (Jänicke y Jacob, 2004).  
 
Por otra parte, aunque el cambio climático es un problema global, una variación significativa de 
impactos entre jurisdicciones puede hacer que determinados gobiernos subestatales deseen ser más 
activos en este ámbito que niveles jurisdiccionales superiores (Andreen, 2008). Además, los gobiernos 
subestatales están más cerca de los ciudadanos y por ello pueden identificar mejor sus necesidades, 
prioridades y dificultades y, al ser de menor tamaño, sus decisiones pueden ser más flexibles y más 
rápidas en este campo (Puppim de Oliveira, 2009; Galarraga et al., 2011). Asimismo, la aplicación de 
impuestos energético-ambientales a nivel subestatal podría generar una serie de co-beneficios que 
                                                        
3 La competencia fiscal podría ser destructiva si las regiones intentan atraer actividades económicas reduciendo el nivel de 
los impuestos energético-ambientales (véase Oates y Schwab, 1988). 
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justificarían su aplicación, como la reducción de otras externalidades de carácter más local (congestión, 
contaminación local, etc.) (Barker et al., 2001). 
 
En este contexto, si se pretende incrementar la efectividad de las políticas ambientales globales, es 
fundamental establecer vínculos entre los instrumentos (tanto impuestos energético-ambientales como 
otro tipo de medidas) aplicados por los distintos niveles jurisdiccionales4 (Bodansky et al., 2016). Esta 
vinculación incrementa el coste-efectividad, minimiza los costes tanto a nivel global como para las 
jurisdicciones individuales; contribuye a la armonización entre sistemas, reduciendo los incentivos a la 
competencia fiscal destructiva; reduce la volatilidad de los precios y el poder de mercado (Bodansky et 
al., 2015; Metcalf y Weisbach, 2012); disminuye los costes administrativos gracias a las economías de 
escala; y proporciona estabilidad regulatoria, al requerir la coordinación de los distintos participantes 
para introducir cambios5.  
 
 
3. La experiencia española 
 
La experiencia española con fiscalidad energético-ambiental se caracteriza por ser limitada a nivel 
central  y con una fuerte participación de las administraciones subestatales. El peso de estos impuestos 
en términos de PIB (1,5%) y recaudación total (4,6%), se sitúa por debajo de la media de la UE-28 
(1,9% y 4,8%, respectivamente) (Comisión Europea, 2018). Esto se traduce en una posición muy 
retrasada en el ranking de países miembros de la UE, como puede verse en la Tabla 1. 
 

Tabla 1. España en el ranking europeo de utilización de impuestos ambientales. 2013 

Impuestos Posición en el ranking 
Impuestos Ambientales / PIB  26 

Impuestos sobre la Energía / PIB 22 
Impuestos sobre el Transporte / PIB 22 

Impuestos sobre Contaminación – Recursos /PIB 16 
Fuente: Hogg et al. (2016)    

 
Se trata de una posición retrasada que ilustra esa actitud renuente del gobierno central ya apuntada y 
que no se corresponde con la situación socio-económica de España en la UE. Y ello a pesar de la 
abundante evidencia académica existente favorable a este tipo de tributos (véanse Gago et al., 2014; 
2016, CETE, 2018; Robinson et al., 2019), y de las reformas propuestas, para introducir nuevas figuras 
e incrementar el carácter ambiental de las existentes, realizadas en los últimos años por organismos 
internacionales (IEA, 2015; OCDE, 2015; 2018a; Comisión Europea, 2017; FMI, 2018) y por comisiones 

                                                        
4 La vinculación supone, por ejemplo, que un programa de mitigación de la contaminación en una jurisdicción reconozca las 
reducciones de la contaminación realizadas en otras jurisdicciones para el cumplimiento de los objetivos de sus 
participantes (Mehling et al., 2017). 
5 Además, la vinculación de sistemas heterogéneos favorece una mayor participación y simplifica la gestión política del 
instrumento. De todos modos, también existen problemas asociados a esta aproximación, incluyendo sus impactos 
distributivos dentro de cada jurisdicción y entre ellas. En cualquier caso, al ser la vinculación voluntaria, generalmente no se 
producirá a no ser que todos los participantes esperen que sea beneficiosa (Mehling et al., 2018). 
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de expertos creadas por el propio Gobierno español (CERSTE, 2014; CERMFA, 2017; CERSFL, 2017; 
CETE, 2018).  
La Tabla 2 muestra los impuestos energético-ambientales establecidos por el gobierno de España. En 
general, la introducción de estos impuestos obedeció a motivos puramente recaudatorios, 
incorporándose los motivos ambientales de manera indirecta y reducida, incluso con incentivos a 
comportamientos ambientales negativos (por ejemplo, mediante el menor gravamen del diésel con 
relación a la gasolina). Algunos de estos impuestos se encuentran cedidos a las CC.AA., pero sin 
capacidad normativa (o con capacidad normativa limitada) para permitir la adopción de opciones 
fiscales más ambiciosas en términos ambientales (véase Economics for Energy, 2014). 
 

Tabla 2. Fiscalidad energético-ambiental del gobierno de España 

 Año de 
introducción 

Recaudación 
2017 (millones €) Cesión a las CC.AA. Efectividad 

ambiental 

Determinados medios 
de transporte 1993 390 

100% recaudación  
 

Pueden incrementar los tipos un 
15% como máximo 

Media 

Hidrocarburos 1993 10881 
Tipo general: 58% recaudación  

 
Tipo especial: 100% recaudación 

Media 

Electricidad 1998 1306 100% recaudación Media 
Carbón 2005 312 - Media 

Valor producción 
energía eléctrica 2013 1510 - Media 

Producción 
combustible nuclear 2013 287 - Baja 

Almacenamiento 
combustible nuclear 2013 9 - Baja 

Canon hidroeléctrico 2013 197 - Baja 
Gases fluorados 2014 120 - Elevada 

Vehículos tracción 
mecánicaa 1989 2392b - Baja 

Notas: a) Impuesto de carácter municipal pero regulado por una ley estatal que solo concede cierta capacidad normativa en 
algunos elementos tributarios (establecimiento de reducciones de hasta el 75% de la cuota en función de la incidencia en el 
medio ambiente del tipo de carburante y de las características del motor); b) Recaudación en 2016 
Fuente: Economics for Energy (2014), AEAT (2018, 2019a, 2019b) Ministerio de Hacienda (2018a) y elaboración propia 
 
El desinterés del gobierno central por la fiscalidad energético-ambiental fue aprovechado por las 
CC.AA. para desarrollar su autonomía financiera y obtener recursos mediante la introducción de 
impuestos propios. Las limitaciones establecidas por la LOFCA para evitar los problemas de doble 
imposición6 hicieron que las CC.AA. optasen por introducir impuestos propios de carácter regulatorio o 
extrafiscal, siendo la fiscalidad ambiental uno de los campos de actuación más importantes y, dentro de 
ésta, los impuestos relacionados con el sector energético (véase Labandeira et al., 2009; CERMFA, 
2017). 
 

                                                        
6 La LOFCA (Ley Orgánica 8/1980) tenía que resolver los problemas de doble imposición derivados de la incorporación a la 
estructura política española de un nuevo nivel administrativo con potestad tributaria. Lo hizo a través de su artículo 6, que 
prohíbe el establecimiento de nuevos impuestos sobre hechos imponibles previamente gravados. Esta prohibición limitó la 
capacidad de aprobar nuevos impuestos de las CC.AA., lo que reforzó el papel estratégico de los impuestos ambientales, 
puesto que el daño ambiental como hecho imponible no había sido considerado por el sistema fiscal español.  
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El carácter foral del País Vasco y Navarra introduce algunas diferencias. Así, si bien el estatuto de 
autonomía reserva al gobierno vasco la potestad de establecer impuestos propios de acuerdo con la 
LOFCA, las relaciones tributarias entre el País Vasco y el estado se regulan mediante el sistema de 
concierto económico, teniendo los territorios históricos potestad para establecer, regular y mantener su 
régimen tributario. Así, el concierto con el estado determina qué impuestos de ámbito estatal pasan a 
ser propios de los territorios históricos (denominados impuestos concertados) y la libertad de éstos para 
diseñarlos (Socintec, 2003). Como consecuencia, la fiscalidad vasca se ha centrado en la regulación de 
los impuestos concertados y no en la creación de nuevos impuestos. Asimismo, dentro de los 
impuestos concertados, el País Vasco posee una elevada capacidad normativa en el campo de los 
impuestos directos, pero no en los impuestos indirectos (Zubiri, 2003), por lo que el margen de 
actuación sobre los impuestos sobre la energía establecidos por el gobierno español, por ejemplo para 
introducir componentes ambientales, es muy limitado. 
 
En la actualidad, en España se pueden distinguir cuatro grandes categorías de impuestos energético-
ambientales autonómicos: sobre las emisiones a la atmósfera; sobre instalaciones y actividades que 
inciden el medio ambiente; cánones eólicos; e impuestos sobre aguas embalsadas. Como puede verse 
en la Tabla 3, su papel en el conjunto de los impuestos propios es importante, con cifras de 
participación por encima del 70% en varias CC.AA. Sin embargo, su peso recaudatorio apenas alcanza 
el 3% de los ingresos totales en las CC.AA. más activas7. La Tabla 4 muestra el año de introducción de 
los distintos impuestos propios energético-ambientales y su recaudación en términos brutos8. Como 
puede verse, solo dos tributos (el impuesto sobre la afección ambiental del agua embalsada, los 
parques eólicos y el transporte de electricidad de Castilla y León y el impuesto sobre combustibles 
derivados del petróleo de Canarias) obtienen una recaudación superior a los 30 millones de euros 
anuales, lo que confirma el papel marginal de este tipo de figuras subestatales. 
 
En términos ambientales y económicos, la valoración de estos impuestos ha sido en general negativa 
(véanse Labandeira et al., 2009; Economics for Energy 2014; CERSTE, 2014; OCDE, 2015). En la 
mayoría de las ocasiones la introducción de los tributos autonómicos no ha respondido a objetivos 
ambientales. De hecho, ninguno de ellos define la externalidad de forma apropiada, no estiman 
adecuadamente los costes sociales y no consideran el alcance espacial del daño ambiental gravado, 
provocando una asignación jurisdiccional inadecuada, existiendo además una elevada descoordinación 
entre la figuras de las distintas CC.AA. Asimismo, normalmente estos impuestos se centran en 
instalaciones y tecnologías, y no en daños y consumos, por lo que su capacidad para lograr 
modificaciones en los comportamientos ambientales es muy limitada. En este contexto, en el siguiente 

                                                        
7 El caso de Canarias está influido por el tratamiento que en su régimen especial tiene el impuesto sobre combustibles 
derivados del petróleo. 
8 Cataluña es la CC.AA. más activa en la creación de estas figuras desde mediados de la década pasada. Así, además de 
los dos impuestos sobre las emisiones a la atmósfera introducidos en 2014 (de gases y partículas producidas por la 
industria, y de NOx producidas por la aviación comercial), Cataluña trató de introducir en 2018 un impuesto sobre las 
emisiones de CO2 de los vehículos de tracción mecánica, que fue temporalmente paralizado por la presentación de un 
recurso de inconstitucionalidad por el gobierno central. Sin embargo, en marzo de 2018 el Tribunal Constitucional decidió 
levantar su suspensión, por lo que el gobierno catalán planea introducirlo en 2019. Asimismo, la Ley de cambio climático 
catalana (Ley 16/2017) que regula el impuesto anterior prevé la creación de dos nuevos impuestos ambientales: un 
impuesto sobre las actividades económicas que generen GEI y otro sobre las emisiones portuarias de los barcos (emisiones 
de NOx). 
 



7 
 

apartado se muestran las soluciones adoptadas en otros países en materia de coordinación de 
impuestos energético-ambientales subestatales para así contemplar su posible utilidad para España. 
 

Tabla 3. Peso recaudatorio de los impuestos energético-ambientales autonómicos. 2016 
 % Impuestos Propios % Ingresos Tributarios 
Andalucía 3,49% 0,03% 
Aragón 24,46% 0,59% 
Asturias 83,71% 3,00% 
Canarias 70,92% 11,23% 
Castilla y León 88,92% 1,15% 
Castilla LM 100,00% 0,39% 
Cataluña 82,57% 2,62% 
Extremadura 63,13% 2,18% 
Galicia 46,59% 0,74% 
Murcia 2,16% 0,04% 
La Rioja 17,34% 0,35% 
C. Valenciana 8,00% 0,19% 

Nota: a) La recaudación de la fiscalidad energético-ambiental de Asturias y Cataluña incluye toda la recaudación derivada 
del impuesto sobre las afecciones medioambientales del uso del agua y del canon de agua, respectivamente, y no 
únicamente la derivada de gravar el uso del agua para generar electricidad, al no existir información desagregada. 
Fuente: Economics for Energy (2014), REAF (2018) y elaboración propia. 

 
Tabla 4. Creación y recaudación de impuestos ambientales autonómicos (M€ 2017) 

 Emisiones Instalaciones 
con incidencia 

Canon 
eólico 

Aguas 
embalsadas Hidrocarburos 

Andalucía 2004 
(2,68)     

Aragón 2006 
(0,20) 

2016 
(2,27)  2016 

(16,60) 
 

Asturias  2011 
(2,61)  2014 

(n.d.) 
 

Canarias     1987 
(330,53) 

Castilla y León  2012 
(20,64a) 

2012 
(20,64 a) 

2012 
(20,64 a) 

 

Castilla LM 2001 
(1,15)  2012 

(13,81)   

Cataluña 2014 
(3,85) 

2017 
(7,40)  2003 

(n.d) 
 

Extremadura  1997 
(7,19)    

Galicia 1996 
(4,07)  2010 

(22,58) 
2009 

(11,81) 
 

Murcia 2006 
(1,06)     

La Rioja  2013 
(2,27)    

C. Valenciana 2013 
(10,61 a) 

2013 
(10,61a)    

Recaudación 
 

23,62 
 

52,99 57,03 49,05 
 

330,53 

Nota: a) Dado que en el impuesto grava varios hechos imponibles, hemos distribuido su recaudación prevista de forma 
uniforme entre los distintos conceptos gravados 
Fuente: Economics for Energy (2014), Ministerio de Hacienda (2018b) y elaboración propia. 
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4. Propuestas internacionales de coordinación de actuaciones fiscales subestatales 
 
Algunos países han establecido mecanismos de coordinación de las distintas iniciativas de fiscalidad 
energético-ambiental a nivel subestatal para mejorar la efectividad de estas figuras. Canadá constituye 
quizá el ejemplo más relevante, al incorporar estas cuestiones dentro de un plan nacional contra el 
cambio climático (Gobierno de Canadá, 2016) en el que los precios sobre el carbono juegan un 
importante papel. En ese momento cuatro provincias canadienses, que representan más del 80% de la 
población, ya habían introducido o planeaban introducir mecanismos de fijación de precios del carbono. 
Así, British Columbia contaba con un impuesto sobre el carbono de los combustibles fósiles desde 
2008 (Gobierno de British Columbia, 2019); Alberta tenía desde 2007 un sistema de comercio de 
emisiones para los grandes emisores industriales (EDF, 2015a) e introdujo en 2017 un impuesto similar 
al de British Columbia (Gobierno de Alberta, 2019); Quebec había introducido un sistema de comercio 
de emisiones en 2013, vinculando al de California desde 2014 (EDF, 2015b), y Ontario introdujo un 
sistema de comercio de emisiones en 2017, vinculado al de California y Quebec desde 2018 (Gobierno 
de Ontario, 2019)9. 
 
En este contexto, el Gobierno de Canadá introdujo en 2018 un marco de referencia para gravar el 
carbono, con la finalidad de garantizar que el precio del carbono se aplicase a un conjunto amplio de 
fuentes de emisión (incrementando así su efectividad y minimizando los impactos competitivos 
interprovinciales) y, al mismo tiempo, permitir que las distintas provincias y territorios tuviesen 
flexibilidad para diseñar su propia política y adaptarla a sus circunstancias específicas (Gobierno de 
Canadá, 2016). De este modo, cada provincia y territorio puede definir su propia estrategia de 
establecimiento de precio del carbono, a través de un impuesto o de un mercado de derechos de 
emisión. En el primer caso, el precio de carbono debe establecerse en un mínimo de 10 dólares 
canadienses (C$) por tonelada en 2018, incrementándose en 10 C$ anuales hasta alcanzar los 50 
C$/tonelada en 2022. En el caso de que las provincias opten por un sistema de comercio de emisiones, 
el objetivo de reducción debe ser igual o mayor que el objetivo canadiense de reducción del 30% de las 
emisiones en 2030 con relación a 2005, reduciendo anualmente los límites hasta 2022 de forma 
equivalente a las reducciones de emisiones proyectadas con un impuesto. 
 
Si el gobierno provincial no define su política de carbono, o esta no cumple con los requisitos 
establecidos, se le aplicará el sistema federal, si bien toda la recaudación generada por el sistema será 
asignada de forma incondicionada a las provincias. El sistema de precio de carbono federal cuenta con 
dos componentes (véase Ministerio de Finanzas de Canadá, 2019): 
 

• Impuesto sobre el carbono para los combustibles fósiles de 20 C$ por tonelada de CO2 en 
2019, incrementándose anualmente en 10 C$ por tonelada hasta 50 C$ por tonelada en 2022. 

                                                        
9 Sin embargo, el Gobierno de Ontario decidió cancelar el sistema de comercio de emisiones en julio de 2018 (Gobierno de 
Ontario, 2018) y en noviembre de 2018 estableció un nuevo plan de cambio climático, con estándares de emisiones y 
mecanismos de cumplimiento flexibles para lograr reducciones en las emisiones de GEI de los grandes emisores (Gobierno 
de Canadá, 2018). 
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• Sistema de comercio de emisiones para las instalaciones industriales que emitan por encima 
de un determinado umbral (50 kt CO2e por año), sistema que será optativo para las 
instalaciones que emitan por debajo de dicho umbral10. 

 
Como resultado, además de las provincias mencionadas anteriormente, Nova Scotia aprobó en 2018 
un sistema de comercio de emisiones, Newfoundland y Labrador anunciaron que introducirán un 
impuesto sobre el carbono de los combustibles fósiles y estándares de desempeño para la gran 
industria en 2019, los Northwest Territories anunciaron su intención de introducir un impuesto sobre el 
carbono en 2019 y Saskatchewan aprobó un estándar de rendimiento también basado en la producción 
para regular las emisiones de los grandes emisores industriales. Por su parte, otras jurisdicciones 
subestatales confirmaron su intención de aplicar el sistema federal, parcialmente en el caso de Prince 
Edward Island (impuesto provincial sobre los combustibles fósiles y comercio de emisiones federal para 
la gran industria). 
 
En octubre de 2018 el Gobierno de Canadá anunció que los sistemas aplicados en British Columbia, 
Alberta, Quebec, Nova Scotia, así como los previstos en Newfoundland, Labrador y Northwest 
Territories cumplían los requisitos de exigencia del marco federal, por lo que éste no se introduciría en 
dichas jurisdicciones. Por su parte, el sistema de Saskatchewan cumplía parcialmente los requisitos, 
por lo que el sistema federal solo se aplicaría sobre las fuentes de emisión no cubiertas. De este modo, 
el sistema de comercio de emisiones para la gran industria empieza a aplicarse desde enero de 2019 
en Ontario, Manitoba, New Brunswick, Prince Edward Island y parcialmente en Saskatchewan, mientras 
que el impuesto sobre los combustibles empezará a aplicarse desde abril de 2019 en Saskatchewan, 
Ontario, Manitoba y New Brunswick. Por su parte, en Yukon y Nunavut ambas políticas se introducirán 
en julio de 2019. En 2022 se producirá una revisión del sistema (Gobierno de Canadá, 2018). 
 
Bélgica aporta un ejemplo diferente de coordinación de la fiscalidad energético-ambiental subestatal, 
en el que la iniciativa de coordinación no surge del gobierno central, sino que proviene de las propias 
administraciones subestatales. Las tres regiones belgas (Flandes, Valonia y Bruselas) poseen 
competencias específicas en materia de movilidad y fiscalidad y en 2011 decidieron conjuntamente 
reformar la fiscalidad de los vehículos. Como resultado, en 2014 las tres regiones firmaron un acuerdo 
(modificado parcialmente en 2015) para la introducción de un impuesto por kilometraje de los vehículos 
pesados, entre cuyas finalidades está la recuperación de los costes de la infraestructura y la mejora del 
medio ambiente. Este acuerdo establecía normas comunes sobre metodología de tarificación, 
mecanismos de verificación y control y exenciones del impuesto que posteriormente cada región 
introdujo en su legislación, con capacidad total para fijar los tipos impositivos11. Asimismo, el acuerdo 
también estableció la creación de un organismo interregional, denominado Viapass, para la 

                                                        
10 El sistema establece anualmente un límite de emisiones para cada instalación basado en su producción. Si la empresa 
contamina por debajo de ese límite obtiene créditos de emisiones de CO2e, que puede guardar para un uso futuro o vender, 
mientras que si supera el límite deberá adquirir derechos de emisión o pagar un precio equivalente al nivel del impuesto 
sobre los combustibles fósiles. También existe la posibilidad de obtener derechos de emisión mediante la realización de 
proyectos voluntarios de reducción de emisiones en actividades no sujetas al precio del carbono (véase Gobierno de 
Canadá, 2019). 
11 Si una región decide modificar los tipos impositivos debe notificarlo a las demás con cuatro meses de antelación (Viapass, 
2019). 
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cooperación, coordinación, control y concertación entre las regiones en la aplicación del impuesto 
(Viapass, 2017, 2018, 2019). 
 
Finalmente EE.UU. ofrece otro interesante ejemplo de coordinación entre gobiernos subestatales, en 
este caso sin participación de la administración federal. Se trata de un sistema de coordinación de otro 
instrumento económico de regulación ambiental: los mercados de derechos de emisión de GEI. En 
EE.UU., ante la falta de iniciativa del gobierno federal, en 2003 los gobernadores de Connecticut, 
Delaware, Maine, Massachusetts, New Hampshire, New Jersey, New York, Rhode Island y Vermont 
iniciaron conversaciones para introducir un programa regional de comercio de emisiones de CO2 de las 
centrales eléctricas, que dieron como resultado un acuerdo en 2005 entre siete de estos estados para 
la creación de la Regional Greenhouse Gas Initiative (RGGI). Fruto de este acuerdo (al que se sumaron 
en 2007 los otros dos estados que había participado inicialmente, así como Maryland) se estableció en 
2006 un marco regulatorio de referencia para el desarrollo de un mercado de comercio de emisiones, 
que fija normas comunes y determina el límite total de emisiones y su reparto entre los estados (véase 
RGGI, 2019b). De este modo, la RGGI se configura como un mercado regional en el que cada estado, 
a través de regulaciones basadas en el marco de referencia, establece un programa individual de 
comercio de emisiones12. Cada programa fija un límite en las emisiones de CO2 de las centrales 
eléctricas, emite derechos y determina la participación en las subastas regionales de derechos. El 
primer período de cumplimiento de la RGGI se inició en 2009, llevándose a cabo una revisión en 2012 
que dio lugar a modificaciones en 2013 (RGGI, 2019c). 
 
 
5. Lecciones para España 
 
El análisis de la fiscalidad energético-ambiental española no muestra un panorama muy alentador. Los 
impuestos vigentes muestran problemas de asignación jurisdiccional y coordinación, su efectividad 
ambiental es reducida y su capacidad recaudatoria limitada, por lo que es difícil en estas condiciones 
abordar adecuadamente las externalidades energético-ambientales y facilitar la transición energética. 
Teniendo en cuenta las ventajas de la fiscalidad energético-ambiental subestatal (véase apartado 2), 
incluso para abordar problemas cuyo alcance espacial excede su jurisdicción, bien por falta de iniciativa 
del gobierno central o por la existencia de co-beneficios de carácter regional, parece conveniente 
favorecer el desarrollo de los impuestos energético-ambientales autonómicos de forma coordinada, 
asegurando su efectividad ambiental y evitando el bloqueo de iniciativas subestatales, como sucedió 
con el impuesto catalán sobre emisiones de vehículos (véase apartado 3).  
 
Desde una perspectiva institucional, un sistema de gobernanza compartida como el canadiense, 
aplicado con un criterio de subsidiaridad, podría ser apropiado para España. El gobierno central 
establecería un marco de referencia con los objetivos de las políticas energética y ambiental, aprobaría 
                                                        
12 El programa se aplica a las emisiones de las centrales de generación eléctrica de al menos 25 MW, que deben presentar 
derechos de emisión equivalentes a sus emisiones de CO2 durante un período de control de tres años. Para ello pueden 
utilizar derechos de emisión de cualquier estado participante, que pueden adquirir participando en las subastas trimestrales 
o a través de mercados secundarios. Asimismo, también se permite la obtención de derechos mediante proyectos de 
reducción de emisiones o secuestro de carbono fuera del sector eléctrico, que las empresas pueden utilizar para cumplir 
con hasta el 3,3% de sus obligaciones (RGGI, 2019a). 
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un impuesto general sobre emisiones que permitiese alcanzarlos y dejaría libertad a cada CC.AA. para 
definir el instrumento (fiscal o de otro tipo) que considerase más adecuado para conseguir los mismos 
resultados. El Impuesto aprobado por el gobierno central solo sería aplicable si la CC.AA. no desarrolla 
su propia política, o si el proceso de revisión de los planes autonómicos revela algún tipo de carencia o 
limitación.  
 
En el caso de los problemas ambientales cuyo alcance espacial se circunscriba al territorio de las 
CC.AA., estas deberían ser las encargadas de gestionarlos, si bien es fundamental cierta armonización 
y coordinación para que las políticas sean efectivas y no sufran de presiones competitivas que afecten 
su funcionamiento. En este sentido, la propuesta de CERSTE (2014) y CERMFA (2017) de crear 
impuestos estatales totalmente cedidos a las CC.AA. con libertad para fijar los tipos impositivos dentro 
de un margen, permitiría avanzar en este sentido. La intervención del gobierno central en los 
problemas ambientales de alcance autonómico debiera circunscribirse al establecimiento de una 
regulación común para la determinación y verificación del daño ambiental, lo que permitiría que los 
impuestos energético-ambientales cumpliesen con su finalidad ambiental y no fraccionasen el mercado. 
Fijado el coste de las emisiones a nivel central, las CC.AA. mantendrían su libertad para determinar la 
política a aplicar (no necesariamente impositiva).  
 
De todos modos, dada la tradicional falta de interés del gobierno central en la fiscalidad energético-
ambiental, las CC.AA. también podrían considerar la posibilidad de llegar a acuerdos de colaboración 
interregionales, de forma similar a los casos belga y estadounidense descritos en el apartado anterior, 
para el establecimiento de normas comunes de fiscalidad sobre determinados problemas ambientales 
no regulados por el gobierno central. Finalmente, en el caso del País Vasco, dada la autonomía fiscal 
de la que disponen los territorios históricos, el Órgano de Coordinación Tributaria de Euskadi, que tiene 
como principal misión impulsar la armonización, coordinación y colaboración entre las diputaciones 
forales en sus competencias tributarias, podría ser el organismo encargado de establecer el marco de 
referencia de las políticas. 
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